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“El Gobierno actualizará el
poder adquisitivo de las
pensiones a partir del 1 de
enero de 2012. Este será el
único compromiso de au-
mento del gasto que me
van a escuchar hoy. Insisto,
señorías, el único y exclusi-
vo”. Con esta fraseMariano
Rajoymandó ayer un doble
mensaje: los pensionistas
pueden estar tranquilos
porque el PP cumplirá su
programa y respetará sus
ingresos; pero el resto de
colectivos pueden echarse
a temblar. Por ejemplo, los
funcionarios, sobre los que
ayer no dijo ni una palabra.
El Gobierno de Zapatero
congeló este año las pensio-
nes contributivas.

El hombre que está a
punto de convertirse en
presidente dijo algo que el
Gobierno socialista ya ha-
bía propuesto, pero que
nunca logró: “Suprimir” las
prejubilaciones “salvo cir-
cunstancias muy excepcio-
nales” y poner freno a la
“práctica abusiva” que su-
pone transformar la presta-
ción por desempleo al final
de la vida laboral en un
“mecanismo de preju-
bilación encubierto”. Rajoy
insistió en “acercar la edad
real de jubilación a la legal”
para garantizar el derecho
a la jubilación y el poder
adquisitivo de los pensio-
nistas. También anunció in-
centivos para quienes pro-
longuen voluntariamente
la vida laboral o compatibi-

licen el cobro parcial de
una pensión con la conti-
nuidad en la actividad.

En el turno de réplicas,
aseguró que su Gobierno
mantendrá la ley que pos-
pone la edad legal de jubila-
ción a los 67 años, aproba-
da el año pasado en elman-
dato de Zapatero con el vo-
to en contra del PP.

El futuro presidente di-
jo ser consciente de la nece-
sidadde garantizar la soste-
nibilidad del sistema de
pensiones, por lo que traba-
jará para hacer efectivos
los principios de suficien-
cia y de solidaridad, para
reordenar el tratamiento
fiscal de las pensiones y po-
tenciar los sistemas com-
plementarios a la Seguri-
dad Social.

Alargar a tres cursos el ba-
chillerato (ahora tiene
dos) quitándoselo a la
ESO (que ahora tiene cua-
tro), pero manteniendo la
escolarización obligatoria
hasta los 16 años. Ese es el
complicado encaje de boli-
llos que propone desde ha-
ce casi dos años el PP pa-
ra la escuela y que signifi-
ca que en el último curso
de la educación obligato-
ria (de 15 a 16 años) los
chicos que no hayan repe-
tido están forzados a em-
pezar bien 1º de bachille-
rato, bien 1º de Forma-
ción Profesional (que tie-
ne dos cursos).

El debate sobre si dos
años de bachillerato son in-

suficientes para que los jó-
venes lleguen bien prepara-
dos a la Universidad lleva
vivo muchos años. Sin em-
bargo, la iniciativa del PP,
que implicaría cambiar la
actual ley educativa e im-
portantes dificultades orga-
nizativas (¿para qué les sir-
ve un último curso que no
lleva a ningún sitio a los
que dejen el instituto a los
16 años?, se preguntanmu-
chos), lleva consigo tam-
bién la idea de separar un
año antes a los alumnos
con mejores resultados
académicos de los peores
(que irán a la FP), algo re-
currente en el discurso
educativo del PP.

Ayer, Rajoy no aclaró
detalles sobre ese cambio,
por eso en la comunidad

educativa cundió el des-
concierto y la frasemás re-
petida fue: habrá que ver
los detalles...

Sin embargo, desde el
PSOE Alfredo Pérez Rubal-
caba asumió que la pro-
puesta era de hacer tres
cursos de ESO y otros tan-
tos de bachillerato, y Rajoy
no le corrigió. Así, Rubalca-
ba reprochó que el cambio
equivale a “poner todo pa-
tas arriba” la secundaria y
que puede abrir la puerta a
extender los conciertos
educativos a todo el bachi-
llerato: si 1º entra en la
edad obligatoria, deberá
ser gratuito para los alum-
nos, no solo en la escuela
pública, y si se ha de sub-
vencionar 1º, sería casi obli-
gado extenderlo a 2º y 3º.

De Mariano Rajoy se dice
que es previsible e indeci-
so. Respecto a los planes so-
bre el sector financiero, el
futuro presidente cumplió
ayer con ambas considera-
ciones ya que, como se es-
peraba, no se cerró ningu-
na posibilidad de futuro.

En la bancahabía expec-
tación por ver si Rajoy se
decidía por la creación de
un banco malo (una socie-
dad pública que adquiera a
las entidades el suelo y las
promociones inmobiliarias
sin terminar) o solo aboga-
ba por las fusiones para
abrir el grifo del crédito.

La primera opción es
compleja técnicamente y,
sobre todo, socialmente

porque podría suponer in-
yectar dinero del Estado a
la banca para quitarle los
activos tóxicos. En campa-
ña, Rajoynegó esta posibili-
dad y ahora es consciente
de la enorme animadver-
sión social que levantaría
la medida. Rubalcaba, jefe
de la oposición, se lo recor-
dó. El líder del PP respon-
dió al socialista: “Ya se ha
metido mucho dinero a la
banca y precisamente para
los activos tóxicos”.Touché.

PeroRajoyhabló del “sa-
neamiento de los balances”
y de “despejar las dudas so-
bre las valoraciones de acti-
vos inmobiliarios”. Para
ello, se obligará a las enti-
dades a “asumir pérdidas
ocultas” cuyo resultado se-
rán fusiones que creen “en-

tidades sólidas”. Como
apuntó Josep Antoni Du-
ran i Lleida, de CiU, el plan-
teamiento está bien, “ahora
hayque ver cómo lo concre-
ta”. Esa es la clave porque
si el banco malo puede ser
caro para el Estado, las fu-
siones o compras (como la
de la CAM) también cues-
tan mucho dinero.

En teoría, el Fondo de
Garantía de la banca debe
ser el que pague la factura,
pero en el sector se da por
hechoqueno tiene suficien-
te dinero, por lo que al final
el Estado tendría que abo-
nar una parte. Y eso es ele-
var el déficit, un anatema.
Todo sigue abierto, con un
plazo de seis meses para
reestructurar. Poco tiempo
para tantas decisiones.

La idea de una ley que fije
un marco común de pres-
taciones sanitarias fue pro-
tagonista inesperada del
debate y uno de los pocos
puntos en los que se adivi-
na el consenso. Rajoy pro-
puso en su discurso, y Rub-
alcaba acogió con interés
en su réplica, una nueva
ley (llamada de servicios
básicos) que pretendería
fijar una atención sanita-
ria mínima común en to-
do el territorio. Ese catálo-
go ya existe, aunque en for-
ma de real decreto de
2006. Así que la pregunta
quedó en el aire: ¿se revi-
sará la lista de prestacio-
nes para ampliarla, para
afianzarla o para recortar-

la? En todo caso se exami-
nará mirando cada euro.

El marco legal actual
ha demostrado sus caren-
cias en conflictos como el
que ha enfrentado al País
Vasco y La Rioja y ha teni-
do como rehenes a algu-
nos miles de ciudadanos
en territorios limítrofes;
como también fueron víc-
timas los desplazados en
comunidades turísticas a
los que se ha negado el ac-
ceso a la sanidad de todos.

Una nueva ley debería
despejar cualquier duda
sobre la universalidad de
las prestaciones sanita-
rias que gestionan las au-
tonomías. Difícil tenía
Rubalcaba oponerse a eso.
Lo interesante está en
vincular esa cartera a la

financiación por el Esta-
do. “La definición de la
cartera de servicios públi-
cos básicos comunes per-
mitirá asegurar la finan-
ciación de los recursos ne-
cesarios para garantizar
su prestación, y que estos
sean asignados eficiente-
mente y con respeto al
principio de lealtad insti-
tucional”, dijo Rajoy.

Esta enredada forma
de explicarlo genera otra
pregunta: y lo que no se
considere básico, ¿cómo
se va a pagar? Las autono-
mías van a tener menos
margen para mejorar por
su cuenta la lista de cober-
turas, algo hasta ahora ha-
bitual. ¿Se abrirán puer-
tas al copago por el pacien-
te? Nadie lo dice. Todavía.
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